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Introducción* 
 
Desde mediados de los ochenta se ha producido un profundo cambio de orientación en las 
políticas estructurales de la región. El modelo de desarrollo basado en la protección de los 
mercados nacionales y la intervención estatal fue reemplazado por un conjunto de políticas 
orientadas en forma dominante hacia el propósito de mejorar la eficiencia, facilitando el 
funcionamiento de los mercados y reduciendo los efectos distorsionantes de la intervención 
estatal en las actividades económicas. Una versión anterior de este artículo (Lora, 1997) estuvo 
motivada por la ausencia hasta ese momento de mediciones sobre el avance de las reformas. 
Como se argumentaba entonces, la carencia de mediciones directas de las políticas estructurales 
había impedido evaluar adecuadamente los efectos de las reformas en el crecimiento económico 
y otras variables. Los contados estudios que habían intentado analizar los efectos de las reformas  
habían utilizado variables de resultado, tales como el coeficiente de comercio exterior de la 
economía, o el tamaño del gasto público o  la profundidad financiera1, y no variables de política, 
como los aranceles, las tasas impositivas o los coeficientes de encaje. Los índices de reforma que 
se propusieron entonces sirvieron de base para diversos estudios que analizaron los efectos de las 
reformas y estimularon la construcción de otros indicadores de reforma2. 
 
 Este documento es una actualización del trabajo original, y tiene como objeto describir y 
medir el avance de las reformas estructurales, utilizando para ello un índice de políticas 
estructurales que resume el estado de progreso de las políticas en las áreas comercial, financiera, 
tributaria, privatizaciones y laboral. Un artículo paralelo utiliza este índice para evaluar el efecto 
de las reformas estructurales sobre el crecimiento, la productividad y la inversión en América 
Latina3. El índice se basa directamente en variables de política como las mencionadas. El índice 
permite comparar el estado de las distintas áreas de política dentro de un mismo país o de cada 
política entre países.  En una escala que va de 0 a 1, el índice promedio para todos los países y 
todas las áreas de política estructural se encontraba en un nivel de 0,34 en 1985.  Al terminar la 
década de los noventa llegaba a 0,58.  Este cambio implica un progreso apreciable, pero también 
refleja el hecho de que aún queda un potencial importante por explotar.   
 
 La primera parte de este documento está dedicada a describir los avances más 
importantes en las distintas áreas de reforma estructural desde mediados de los ochenta.  En la 
segunda parte se presenta la metodología de elaboración del índice y se muestra su evolución 
total, en cada una de las áreas a través del tiempo y por países.  

                                                           
* El autor agradece a Mauricio Olivera, quien inició la actualización de las bases de datos de este trabajo, y a Natalia 
Pérez, quien concluyó esta dispendiosa tarea con paciencia y precisión. Sin embargo, cualquier error debe atribuirse 
al autor. 
1Estos son algunos de los indicadores que utilizan Easterly, Loayza y Montiel (1997), quienes evalúan los efectos de 
las reformas sobre el crecimiento.  
2 Véase Fernández-Arias y Montiel (1997), Londoño y Székely (1997), Lora y Barrera (1997), Morley, Machado y 
Pettinato (1999), Bonaglia, Goldstein y Richaud (2000) y Behrman, Birdsall y Székely (2000). 
3 Lora (2001), actualización de Lora y Barrera (1997). 
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El avance de las reformas 
 
La apertura comercial y cambiaria  
 
Entre mediados de los ochenta y comienzos de la década siguiente todos los países iniciaron 
programas de liberación de sus regímenes comerciales, con reducciones de por lo menos 15 
puntos en las tasas de arancel promedio. Como resultado, los aranceles pasaron desde niveles 
promedio del 48,9% en los años previos a la reforma hasta el 10,7% en 1999, y se redujo 
notablemente la dispersión (Gráfico 1). En la actualidad, sólo dos países  (de los 24 con 
información) tienen un arancel promedio que supera el 15%. (Gráfico 2). Las restricciones de 
tipo no arancelario, que afectaban el 37,6% de las importaciones en el período anterior a la 
reforma, pasaron a afectar apenas el 6,3% hacia mediados de los noventa4. 
 

 

 

                                                           
4 Para 11 países con información. Para una descripción más detallada véase BID (1996), Parte Dos. 
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Las operaciones comerciales se encontraban además obstaculizadas en la década del 

ochenta por la presencia de mercados cambiarios múltiples, usualmente como resultado del 
intento de las autoridades por racionar el uso de divisas mediante diversos expedientes, tales 
como el intento de separar unos mercados de otros, mantener cuotas de divisas para las 
importaciones o imponer diversos gravámenes y restricciones a ciertas operaciones cambiarias. 
El resultado eran diferencias en algunos casos abismales entre los tipos de cambio más libres y 
los más regulados. Por ejemplo, en 1988, en Perú, Brasil y Honduras la brecha entre el mercado 
libre o negro y el oficial, era superior al 100% y en otros cinco países se situaba entre 50% y 
100%. Los diferenciales cambiarios reflejaban no solamente la presencia de las regulaciones sino 
la existencia de profundos desequilibrios monetarios. El restablecimiento de los flujos de 
capitales hacia América Latina a partir de 1989 y la adopción de políticas de estabilización fiscal 
y monetaria condujeron al desmonte de estas regulaciones y a la reducción de los premios 
cambiarios. En 1997 solamente Haití tenía un diferencial cambiario superior a 20%, y en 17 
países (de 24 con información) no superaba el 5% (siendo negativo en el caso de Venezuela. 
Véase el Gráfico 4). 
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La liberación financiera  
 
Las reformas financieras adoptadas en los países de la región han tenido como principales 
objetivos otorgar mayor libertad de funcionamiento a los intermediarios financieros y reforzar 
los mecanismos de regulación prudencial y supervisión. La liberación ha consistido en reducir 
coeficientes de encaje, eliminar controles a las tasas de interés, y desmontar mecanismos de 
inversiones forzosas y créditos dirigidos. Entre 1990 y 2000, los requerimientos de reserva 
efectivos fueron reducidos en 15 países (de un total de 22 con información), y en cinco de ellos 
las reducciones fueron de 20 puntos o más. Como resultado, un total de 13 países tienen 
requerimientos de reservas que como proporción de los depósitos a la vista no superan el 20%. 
Los controles generalizados a las tasas de interés fueron desmontados en todos los países antes 
de 1995. Con contadas excepciones, se mantienen sin embargo diversas interferencias estatales 
en varios aspectos de los contratos crediticios. Las formas más usuales de interferencia tienen 
que ver con los sistemas de cálculo y pago de los intereses, con los niveles máximos que pueden 
tener los intereses de ciertas modalidades de préstamo y con los períodos de algunos tipos de 
préstamo. En el período 1995-1999 solo Argentina estuvo completamente exenta de cualquiera 
de las seis formas de interferencia consideradas en el Cuadro 1, mientras que Colombia y 
Ecuador tuvieron interferencias en cinco de las seis dimensiones consideradas. Los sistemas de 
inversiones obligatorias y de créditos dirigidos existentes en los años ochenta fueron eliminados 
o reducidos sustancialmente en todos los países. Sin embargo, aún existen inversiones 
obligatorias (distintas a los requerimientos de encaje) en siete países y exigencias de crédito a 
sectores específicos en cinco países (de los 21 incluidos en el Cuadro 1). 
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El establecimiento de sistemas modernos de regulación prudencial se ha extendido 
a la mayoría de países en esta oleada de reformas financieras en la región. En la 
actualidad, los 22 países de la región con información del Economist Intelligence Unit han 
adoptado los requisitos mínimos de capital ponderados por riesgo establecidos por el 
Acuerdo de Basilea de regulación prudencial. Sin embargo, la aplicación de otras 
regulaciones prudenciales que garantizan una adecuada cobertura de capital es mucho más 
heterogénea. Argentina, y México exigen a los bancos que ajusten sus requerimientos 
mínimos de capital en función del riesgo de mercado, y exigen descontar del capital las 
pérdidas causadas por préstamos atrasados y por cambios de valor de las inversiones de 
portafolio o por las fluctuaciones de los tipos de cambio. En contraste, ninguna de estas 
exigencias aplica en Honduras, El Salvador o Venezuela. El Cuadro 2 muestra la 
heterogeneidad entre países en la aplicación de estas normas en los 14 países de la región 
para los que se cuenta con información estandarizada5. Aunque no existe información 
sistemática sobre otros aspectos de la regulación y supervisión, muy seguramente hay 
también una gran diversidad entre países, en gran medida como reflejo de las diferencias 
de calidad de la administración pública y del respeto de las normas legales. 

                                                           
5 Según Barth et al. (2001), más el caso colombiano según información del Banco Central de ese país. 
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Otros aspectos salientes del proceso de reforma financiera han sido la privatización 

de bancos públicos (véase más adelante), la apertura del sector a la inversión extranjera y 
el tránsito hacia sistemas de banca universal, con menores restricciones a los servicios y 
actividades permitidos a los bancos y otros intermediarios financieros. En todos estos 
aspectos el proceso es aún bastante desigual entre países6. 
 

                                                           
6 Véase BID (2001), Capítulos 5 y 6. 
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Las reformas tributarias  
 
En materia tributaria las reformas también han sido profundas y sus rasgos más comunes 
han sido  la búsqueda de la neutralidad, la simplificación legal y administrativa y el 
aumento de los recaudos. Los impuestos al comercio exterior, que representaban en 
promedio el 18% de los ingresos tributarios en los países de la región en 1980, fueron 
parcialmente remplazados por mayores recaudos domésticos y a mediados de los noventa 
generaban tan solo 13,7% del recaudo7. Con el fin de moderar los efectos distorsionantes 
de la tributación sobre las decisiones de producción y ahorro, 23 países han adoptado 
sistemas de impuesto al valor agregado para gravar el consumo. Las tasas básicas de este 
impuesto van desde niveles inferiores al 10% en Panamá y República Dominicana, hasta 
más del 20% en Argentina y Uruguay (Gráfico 5). Sin embargo, los coeficientes de 
recaudo del IVA (como proporción de la demanda interna, es decir el PIB menos las 
exportaciones y más las importaciones) son muy inferiores a sus tasas estatutarias, debido 
a la exclusión de numerosos bienes y servicios finales de las bases de tributación y a 
dificultades de administración y control, todo lo cual limita aún la neutralidad de este 
impuesto (Gráfico 6). 
 

 

                                                           
7 Cálculos con base en World Development Indicators, Banco Mundial (2000). 
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Las tasas marginales extremas que aplicaban en el pasado a los ingresos de las 

personas han sido reducidas. Solamente Chile, Belice y Barbados tienen tasas máximas 
del 40% o más. Las tasas más frecuentes son 30% y 25%, que rigen en siete y cinco 
países, respectivamente (Gráfico 7). Por razones de equidad, estas tasas máximas solo 
aplican a partir de niveles de ingreso que en algunos países son extremadamente altos para 
los niveles medios de ingreso. Para ingresos inferiores se aplican tasas diferenciales 
reducidas, y en la mayoría de países existe además un límite mínimo de ingreso imponible 
(que en algunos países es, sin embargo, varias veces el ingreso medio. Véase el Cuadro 3). 
Estos mecanismos limitan severamente la eficacia del impuesto a las personas en los 
países de la región8. 

 

                                                           
8 Para un análisis más detallado de la incidencia distributiva de los impuestos veáse BID (1998/99), Capítulo 
8. 
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Las tasas de impuestos a las ganancias de las empresas también fueron reducidas y 
con solo dos excepciones (Honduras y Barbados) son actualmente inferiores al 40%. Las 
más comunes son también las tasas de 30% y 25%, que rigen en siete y cuatro países, 
respectivamente (Gráfico 8). Aunque las reformas posiblemente mejoraron la neutralidad 
impositiva, la mayoría de países mantienen aún sistemas de incentivos tributarios por 
actividades, sectores o regiones. Los incentivos más comunes son los dirigidos a los 
sectores primarios y al turismo (Cuadro 4).  
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Las privatizaciones  
 
En el campo de las privatizaciones el progreso reciente también ha sido notable, aunque  
muy irregular entre países. Las 396 ventas y transferencias al sector privado realizadas en 
América Latina entre 1986 y 1999 representan más de la mitad del valor de las 
operaciones de privatización en los países en desarrollo9. Brasil y Argentina han realizado 
los mayores montos de privatización: US$61 mil millones y US$25 mil millones,  
respectivamente. Tres países han realizado privatizaciones acumuladas que representan 
más del 10% del PIB de sus economías en 1999 (Gráfico 9) y un total de 17 países han 
hecho privatizaciones en algún año por más del 1% del PIB.  
 

Un  57% del valor de las privatizaciones en la región durante la década del noventa  
ha tenido lugar en los sectores de infraestructura, tradicionalmente cerrados a la 
participación privada y donde el potencial de obtener ganancias de productividad y 
eficiencia es mayor. Otro 11% ha provenido de la venta de entidades bancarias y afines, 
reforzando así las tendencias de la reforma financiera. La composición de las 
privatizaciones por sectores ha diferido notablemente entre países. En República 
Dominicana, Colombia, El Salvador, Argentina y Bolivia, los sectores de electricidad han 
absorbido más de la mitad, mientras que en Venezuela, Uruguay y México, prácticamente 
no ha habido privatizaciones en ese sector. Las telecomunicaciones han sido el sector de 
mayor actividad en Guatemala, Panamá, Perú y Venezuela, y el sector financiero en 
México y Uruguay. 

 

 
 

                                                           
9Excluyendo las realizadas mediante distribución masiva de cupones en los países del Este de Europa. 
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Uno de los efectos más favorables y tangibles de las privatizaciones ha sido el 
aumento de la inversión extranjera en la región. Hasta fines de los ochentas, muchos 
países imponían trabas al ingreso de capitales extranjeros a diversos sectores, y limitaban 
la remisión de las utilidades y el capital a las casas matrices. Estas restricciones fueron 
desmanteladas al mismo tiempo que se abrieron nuevas posibilidades de inversión por las 
privatizaciones.  La inversión extranjera destinada a las privatizaciones representó el 36% 
de la inversión extranjera directa en los noventas, cuyo monto total fue muy superior al 
registrado en la década anterior, tanto en valores absolutos (136 mil millones de dólares, 
frente a solo 2,5 mil millones en los ochenta), como también como proporción del PIB de 
la región (pasando de representar 0,3% del PIB de 1989 a 6,9% en 1999).  Es posible que 
las privatizaciones hayan inducido además otras inversiones extranjeras destinadas a 
capitalizar las mismas empresas privatizadas o a invertir en actividades complementarias 
cuyo atractivo ha mejorado gracias a las privatizaciones10.  
 
Las reformas laborales  
 
Como observó Dani Rodrik, varios países en América Latina adoptaron más políticas de 
liberalización comercial y financiera y más privatizaciones en un breve período que lo que 
los países del Este de Asia hicieron durante tres décadas11. Aun en el área tributaria, donde 
los avances han sido muy disparejos, el avance de las reformas ha sido notable. En 
contraste con las cuatro áreas anteriores de reforma, en materia laboral los cambios han 
sido pocos y de menor alcance. Solamente seis países hicieron reformas laborales de  
                                                           
10 Sader (1993) calculó que por cada dólar de inversión extranjera directa por privatizaciones hasta 
comienzos de los noventa se recibían 88 centavos adicionales de inversión extranjera. Nuestros propios 
cálculos para el período 1986-99 indican que cada dólar de privatizaciones genera 1.16 dólares de inversión 
extranjera (aunque el valor no es estadísticamente diferente de 1. El cálculo es el coeficiente de una 
regresión de panel donde la variable dependiente es el monto de inversión extranjera por país y año, la 
variable independiente son los montos de privatización por país y año, y hay efectos fijos por año y por 
país).  
11Véase Rodrik (1996).  
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importancia entre mediados de los ochenta y 1999: Argentina (1991), Colombia (1991), 
Guatemala (1990), Panamá (1995), Perú (1991) y Venezuela (1998). 
 Las reformas en materia laboral han estado concentradas en moderar los costos de 
despido y facilitar la contratación temporal de trabajadores. En ausencia de sistemas 
universales de protección social en la mayoría de los países de la región, las normas que 
tradicionalmente han regido la actividad laboral se expidieron con el ánimo de asegurar la 
estabilidad laboral y proteger al trabajador frente a los riesgos propios del desempleo, la 
enfermedad y la vejez, entre otros.  Sin embargo, estos objetivos no siempre se han 
cumplido, debido a que estas restricciones han reducido la generación de empleo y 
propiciado la informalización12. 
 
 Con las excepciones de Colombia y Guatemala, en los demás países de la región el 
costo esperado de despido de un trabajador nuevo es por lo menos un mes de salario. En 
Bolivia y Ecuador el costo es de más de cuatro meses y en otros 15 países está entre dos y 
cuatro meses de salario (Gráfico 11). Los seis países que efectuaron reformas modificaron 
las normas que regulan los costos de despido, reduciendo sus montos y/o convirtiendo las 
compensaciones de despido en pagos anuales predecibles.  
 

 
 

Con el fin de estimular el empleo estable, catorce países tradicionalmente han 
impuesto restricciones a los contratos temporales, limit ando severa o totalmente este tipo 
de relación laboral y  restringiendo así la flexibilidad laboral que pueden requerir ciertos 
tipos de empresas debido a las características inestables de su demanda o sus procesos 
productivos. Tan solo cuatro países (Argentina, Colombia, Ecuador y Perú) han aplicado 
correctivos parciales a esta situación. 

 
 En la mayoría de los países de la región son muy elevados los costos 
extrasalariales que se originan en las contribuciones a cargo de empresas y trabajadores 
para distintos programas de seguridad social en pensiones, salud, compensación familiar y 
                                                           
12 Véase Heckman y Pagés (2000). 
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desempleo (aparte de otros costos extrasalariales por contribuciones a programas de 
educación o entrenamiento o por pagos de vacaciones, primas, bonificaciones, etc.). En 
Argentina y Uruguay los costos de las contribuciones a estos programas superan el 40% 
del costo salarial directo y en otros nueve países están entre 20% y 30%. Algunos países 
han introducido correctivos a esta situación, bien mediante reducciones en las tasas de 
contribución, o bien vinculando más estrechamente las contribuciones individuales a los 
beneficios de los sistemas de seguridad social, reduciendo por consiguiente su carácter 
impositivo. Pero en muchos países se requieren correctivos mayores para evitar que las 
contribuciones a los programas de seguridad sean un desestímulo al empleo formal 
(Gráfico 12).  
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Un Indice de las Reformas Estructurales 
 
Diversos estudios han intentado analizar los efectos de las reformas estructurales sobre el 
crecimiento,  la inversión y otras variables económicas13. La principal dificultad que han 
encontrado ha sido cómo medir la magnitud de las reformas. Esto se debe a que las 
estadísticas económicas más usuales se refieren a resultados económicos, como son el 
crecimiento, la inflación o el comercio exterior, y no a las políticas que inciden en esos 
resultados. Incluso variables que suelen considerarse como indicadores de política, como 
por ejemplo el déficit fiscal o la profundidad financiera de la economía, son en realidad 
variables de resultado que están influidas no sólo por las decisiones de política sino 
también por una diversidad de otros fenómenos internos y externos, tales como el ciclo 
económico, los términos de intercambio o las tasas de interés externas. El área donde 
mayores esfuerzos se han hecho para medir directamente variables de política ha sido la 
relativa a los regímenes de importación y exportación14. Sin embargo, aun ésta es un área 
donde hay serias dificultades para obtener series adecuadas de las variables relevantes de 
política15. 
 
 La falta de información precisa sobre la magnitud de las reformas ha impedido 
valorar la importancia relativa de las distintas áreas de reforma, así como distinguir entre 
los efectos de las reformas estructurales propiamente dichas y aquellos derivados de la 
estabilización macroeconómica.  Por estas deficiencias, los estudios empíricos a menudo 
no logran ofrecer recomendaciones suficientemente precisas sobre asuntos tan debatidos y 
cruciales como la secuencia y velocidad de las reformas o sobre la complementariedad 
entre las distintas áreas de reforma y entre ésta y la estabilidad macroeconómica. 
 

Con miras a suplir estas deficiencias, en una versión anterior de este estudio se 
construyó un índice de políticas estructurales con frecuencia anual para el período 1985-
1995, para la mayoría de los países de América Latina, el cual presentamos ahora 
extendido hasta 1999 y con ligeras modificaciones metodológicas.   El índice refleja la 
evolución de las cinco áreas de reforma reseñadas arriba: (i) política comercial, (ii) 
política financiera, (iii) política tributaria, (iv) privatizaciones y (v) legislación laboral. El 
índice intenta  reflejar el grado de neutralidad de las políticas económicas en estas cinco 
áreas, en un rango que va de 0 a 1 para cada variable de política (usualmente hay más de 
una variable de política en cada una de las áreas) a partir de la peor y la mejor observación 
de esa variable en toda la muestra de países y años. El índice total de las políticas 
estructurales es el promedio simple de los índices de las cinco áreas, los cuales son a su 
vez el promedio simple de los índices para las variables de política consideradas. 

                                                           
13Para América Latina véase por ejemplo Easterly, Loayza y Montiel (1997). Edwards (1995) discute 
diversas áreas de reforma en América Latina y reseña las investigaciones que evalúan sus principales 
efectos. A nivel mundial véase Sachs y Warner (1995) y Thomas y Wang (1995). 
14 Véase Dollar (1992), Lee (1993), Edwards (1993 y 1998), Sachs y Warner (1995), y Wacziarg (1998). 
15 Rodriguez y Rodrik (2000) han analizado detalladamente los problemas de medición de los indicadores de 
política de los estudios más influyentes en esta área, y han llegado a la conclusión de que no ofrecen una 
base empírica adecuada que soporte la conclusión según la cual las políticas de apertura comercial son 
cruciales para la productividad y el crecimiento.  
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Obsérvese que el índice sólo pretende medir la neutralidad de las políticas, bajo el 
presupuesto de que el objetivo primordial de las reformas estructurales en materia 
económica ha sido la búsqueda de una mayor eficiencia en la asignación de los recursos 
productivos mediante la eliminación o reducción de las distorsiones originadas en políticas 
que limitan el funcionamiento de los mercados o que imponen costos a las transacciones o 
las actividades productivas. El índice no pretende medir otros aspectos de la calidad de las 
políticas económicas. Por ejemplo, no considera  que un objetivo de la legislación laboral 
pueda ser dar protección y estabilidad, o que las políticas tributarias responden a 
necesidades de recaudación fiscal y pueden perseguir propósitos redistributivos. 
Unicamente en el área de las políticas financieras se consideran aspectos de regulación, ya 
que, como es reconocido, estas formas de intervención  pública se requieren para evitar, o 
cuando menos moderar, las ineficiencias a que puede dar lugar un sistema financiero 
inadecuadamente vigilado16.  

 
Las variables de política que se han considerado en cada una de las áreas son las 

siguientes (para un mayor detalle véase el Apéndice 1).   
 
Política comercial: Los indicadores utilizados en esta área son solamente los 

aranceles promedios (incluyendo recargos y sobretasas) y la dispersión arancelaria.  
Infortunadamente no existen medidas adecuadas de restricciones no arancelarias al 
comercio. Tampoco existen series continuas con metodologías comunes, lo cual ha 
exigido combinar varias fuentes.  

 
Política financiera: Esta área combina tres indicadores: (i) requerimiento de 

reserva medido como el cociente entre las reservas de los bancos y los depósitos bancarios 
a la vista; (ii) libertad de tasas de interés y otras dimensiones de los contratos crediticios 
(en una escala de 0 a 1, donde 0 implica control generalizado de tasas de interés de los 
créditos, y donde los valores intermedios entre 0 y 1 corresponden a la cantidad de 
dimensiones de los contratos crediticios que son intervenidas), y (iii) calidad de la 
regulación sobre adecuación de capital (en una escala de 0 a 1, donde 0 corresponde a los 
casos de no aplicación de los criterios mínimos de Basilea, y donde los valores 
intermedios reflejan la aplicación de otros criterios deseables). Es importante observar que 
el índice considera deseables los bajos requerimientos de reserva, porque se basa en el 
criterio de libertad de funcionamiento de los mercados. Sin embargo, este criterio puede 
estar en conflicto con objetivos de estabilidad financiera. Téngase también en cuenta que 
el indicador de libertad de tasas de interés toma el valor de cero hasta el año más reciente 
de liberación, incluso en períodos intermedios en que pudo haber libertad temporal de las 
tasas de interés. 

                                                           
16 Un argumento semejante justificaría introducir elementos de regulación en el área de privatizaciones. No 
se ha hecho tal cosa debido a limitaciones de información y a la falta de consenso sobre las características 
deseables de los sistemas regulatorios en los sectores privatizados. Para el caso de electricidad véase Millán, 
Lora y Micco (2001). Veáse también BID (2001), Parte IV, para los sectores de puertos, electricidad y 
telecomunicaciones.  
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Política tributaria: Esta área combina los siguientes indicadores de política: (i) 
tasa marginal máxima de tributación del ingreso de las sociedades, (ii) tasa marginal 
máxima de tributación del ingreso de las personas, (iii) productividad de los impuestos al 
ingreso (medida como la relación entre el promedio de las dos tasas de tributación 
anteriores y el recaudo de los impuestos directos como proporción del PIB), (iv) tasa 
básica del impuesto al valor agregado, y (v) productividad del impuesto al valor agregado 
(definida como la relación entre la tasa básica y la recaudación expresada como 
proporción de la suma del PIB más las importaciones, menos las exportaciones).  Hemos 
escogido las tasas marginales máximas de tributación en lugar de las medias, puesto que 
son las primeras las que influyen en las decisiones de trabajo e inversión.  Consideramos 
las tasas de productividad de los impuestos como indicadores del grado de neutralidad de 
los impuestos. Por consiguiente, las mejores calificaciones de política tributaria 
corresponden a los países que tienen tasas de impuestos más bajas, más planas y más 
efectivas en su recaudo. Los indicadores utilizados se refieren solamente a los impuestos 
de los gobiernos nacionales, lo cual puede ser una deficiencia importante en los países 
federales donde los estados tienen importantes atribuciones tributarias, como es el caso de 
Brasil. 

 
Privatizaciones: en esta área el único indicador utilizado es el esfuerzo de 

privatización medido como el valor acumulado de las ventas y transferencias de empresas 
(a partir de 1986) como proporción del PIB correspondiente al año en consideración.  
Tomamos las privatizaciones acumuladas y no el flujo, porque nos interesa medir cuál es 
el campo que se le ha abierto a la iniciativa privada, de la misma manera que, por ejemplo, 
en materia de aranceles se toman sus niveles y no sus cambios.  La medida ideal sería el 
porcentaje de activos físicos de un país que son poseídos u operados por el sector privado, 
pero esta información no se encuentra disponible.  

 
Legislación laboral: en esta área se considera la flexibilidad de la legislación en 

cuatro aspectos: (i) facilidad de contratación (en una escala discreta que toma los valores 
0, 0,5 y 1), (ii) facilidad de despido, medida según el costo esperado de despido (en meses 
de salario), (iii) flexibilidad de la jornada laboral, medida según los sobrecostos por 
jornadas extras (en una escala discreta semejante), y (iv) contribuciones a la seguridad 
social (como proporción de los salarios). Es importante señalar que no se consideran las 
rigideces debidas a la legislación sobre salario mínimo, que en algunos países son una 
restricción muy importante a la generación de trabajo, especial aunque no solamente en el 
sector formal. 
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El índice total de reformas estructurales que combina estas cinco áreas de política 
para 19 países latinoamericanos se elevó de 0,34 en 1985 a 0,58 a fines de la década del 
noventa. Este avance implica un aumento importante, si bien aún permanece inexplotado 
un margen muy amplio de reformas adicionales. El período de mayor dinamismo de las 
reformas fue el comprendido entre 1989 y 1994, cuando se ganaron 0,19 puntos del total 
de 0,37 de mejoría en todo el período. Sin embargo, en todos los años ha habido progreso 
y las mejoras han abarcado a todos los países, aunque a ritmos diferentes, y en algunos 
casos con pequeños retrocesos que a la postre han sido temporales. El Gráfico 13 compara 
el estado de las reformas en 1985 y 1999 para los países con mejores y peores índices en 
1999. Los cinco países con mejores índices son Bolivia, Jamaica, Perú, Trinidad y Tobago 
y Argentina, todos ellos con valores finales del índice por encima de 0,6 y con mejoras de 
por los menos 0,2 puntos con respecto a su situación inicial. Los cinco países más 
atrasados en el proceso de reformas son (empezando por el peor) Uruguay, México, 
Venezuela, Ecuador y Costa Rica, con índices que se sitúan entre 0,48 y 0,55. Sin 
embargo, también en este grupo de países hay avances notables con respecto a la situación 
inicial y todos ellos alcanzan niveles superiores al promedio de la región al comienzo del 
período. 

 

 
 

El avance de las reformas ha sido más desigual por áreas de reforma que entre 
países. El gráfico 14 muestra cuál sido el grado de avance para el total y por áreas (medido 
con respecto al nivel promedio de cada índice en 1985). El potencial de liberalización que 
existía en 1985 ha sido aprovechado de manera bastante profunda en las áreas comercial y 
financiera. En ambas áreas el proceso de reforma fue muy intenso entre 1989 y 1995, pero 
continuó posteriormente. En el área de reforma comercial, todos los países han alcanzado 
índices de al menos 0,8, y los cinco países más avanzados en esta área (Bolivia, Chile, 
Uruguay, Perú, y Paraguay) tienen índices superiores a 0,9 (véase el Gráfico 15). En 
materia de reforma financiera, todos los países han alcanzado índices por encima de 0,49 y 
los cinco países con índices más elevados (Argentina, Bolivia, Jamaica, República 
Dominicana y México) han logrado niveles por encima de 0,75 (Gráfico 16). 
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El avance ha sido menos profundo en las demás áreas. Debido a la heterogeneidad 
de algunos aspectos de las estructuras tributarias de los países17 y las diferentes 
necesidades de recursos tributarios en los distintos países por razones históricas o por la 
existencia de otras fuentes de recursos fiscales, es difícil lograr un avance en este índice 
comparable al de las políticas comerciales y financieras. El principal espacio para futuros 
progresos está en elevar la efectividad de los recaudos y en ampliar las bases de algunos 
tributos, lo que en algunos países puede permitir además reducir las tasas actuales de 
tributación. Los países con índices más altos de reforma tributaria (Paraguay, República 
Dominicana, Jamaica, Guatemala y Brasil) tienen niveles que a lo sumo llegan a 0,6, 
mientras que los casos de menor avance en esta área (Argentina, México, Venezuela, 
Colombia y Perú) presentan índices muy bajos, entre 0,3 y 0,41 (véase el Gráfico 17). 

                                                           
17Por ejemplo, en materia del impuesto máximo de renta a las personas, el nivel más alto es el 73 por cien 
(República Dominicana en los ochenta) y el más bajo 0 por cien (Paraguay y Uruguay actualmente), 
mientras que la moda es 30 por cien.  
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 En materia de privatizaciones, debido a que los esfuerzos han sido muy diversos 

entre unos países y otros, el progreso del promedio de toda la región ha sido limitado. Sin 
embargo, es la única área donde el ritmo de reforma fue mayor en los últimos cinco años 
que en los dos sub-períodos anteriores. Los mayores avances en este caso corresponden a 
Bolivia, Perú, Brasil, Argentina y El Salvador, con índices entre 0,35 y 0,9, y los menores 
a Honduras, Ecuador, Costa Rica, Paraguay y Uruguay, todos bajo 0,1 (Gráfico 18). 
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Por último, prácticamente no se ha aprovechado para nada el potencial que habría 
en muchos países para flexibilizar los regímenes laborales facilitando el funcionamiento 
del mercado de trabajo. Los mercados laborales más flexibles se encuentran en Jamaica, 
Trinidad y Tobago, Nicaragua, Colombia y Brasil, y los más rígidos en Honduras, El 
Salvador, México, Uruguay y Bolivia. Sin embargo, ni unos ni otros muestran cambios de 
importancia entre mediados de los ochentas y fines de los noventas. 

 

 
 
 
Conclusión 
 
Este documento ha tenido por objeto sintetizar los avances en las principales áreas de 
reforma económica estructural en América Latina hasta 1999 y medir esos avances 
mediante un conjunto de índices que miden la calidad de las políticas desde el punto de 
vista de su eficiencia y neutralidad. De acuerdo con este indicador, las reformas han 
permitido elevar en forma apreciable la calidad de las políticas, especialmente en las áreas 
comercial, financiera, y en menor medida en privatización y en materia de políticas 
tributarias y laborales. Puesto que la profundidad y velocidad de las reformas ha variado 
no solamente entre las áreas de política estructural, sino también entre países, la base de 
datos que aquí se presenta, y que se incluye en el Apéndice a este trabajo, puede servir de 
base para discernir los efectos que han tenido distintas reformas en unos países y otros. 
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Apéndice 1 
 
Fuentes del Índice de Políticas 
 
El índice de eficiencia de las políticas estructurales es un promedio simple de índices de 
políticas de las siguientes cinco áreas: (i) política comercial, (ii) política financiera, (iii) 
política tributaria, (iv) privatizaciones y (v) legislación laboral.  En cada una de estas áreas 
pueden intervenir uno o más índices básicos, los cuales se promedian entre sí.  Cada uno 
de los índices básicos puede moverse en un rango de 0 a 1, donde el 0 corresponde a la 
peor observación para cualquier año y cualquier país dentro del período y los países 
considerados, y el 1 a la mejor.  Los índices básicos que conforman cada área han sido 
enumerados en el texto.  Los detalles de construcción y las fuentes de información 
utilizadas fueron las siguientes: 
 
 Comercio. La información para aranceles promedios (incluyendo sobretasas) y su 
dispersión para 11 países (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, 
Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela) proviene de una investigación de la OEA dirigida 
por Juan José Echavarría, que cubre los años 1986, 1988 y 1990. Los años intermedios 
fueron interpolados.  Para los ocho países restantes (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, Jamaica, Nicaragua, República Dominicana y Trinidad y Tobago) se utilizó 
información del BID, Departamento de Integración y Programas Regionales, obtenida de 
fuentes nacionales y estudios diversos. A partir de 1992 se utilizan los datos publicados 
por el Banco Mundial en World Development Indicators. La dispersión arancelaria fue 
estimada en muchos casos a partir de regresiones cuadráticas para los países y años con 
esta información (en los cuadros del Apéndice 2 aparecen en negrilla las observaciones 
estimadas). 
 
 Financiero. En esta área el índice total es el promedio de tres índicadores 
estandarizados en una escala de 0 a 1. (i) El primero es el indicador de coeficientes de 
reserva, que fue calculado con información de reservas bancarias y de depósitos a la vista 
de International Financial Statistics Yearbook, Fondo Monetario Internacional, varios 
números. (ii) El segundo es un indicador de libertad de tasas de interés y otras 
dimensiones de los contratos crediticios. Es el producto de multiplicar una variable 
dummy de control generalizado de tasas de interés, por una variable de libertad otorgada a 
los bancos en ocho dimensiones de sus operaciones crediticias: moneda de denominación 
de los créditos, plazos de los préstamos, sistema de amortización, sistema de pago de los 
intereses, nivel máximo de las tasas de interés ordinarias de los préstamos, nivel máximo 
de las tasas de interés de mora de los préstamos, inversiones obligatorias (diferentes de las 
reservas), y coeficientes mínimos de asignación de crédito a sectores específicos. Para 
construir la variable de control de las tasas de interés se utilizó la información reportada en 
una encuesta realizada por RES/BID a Bancos Centrales y Superintendencias Bancarias en 
América Latina y el Caribe. Las dimensiones de los contratos crediticios que son 
intervenidas por los gobiernos provienen de una encuesta aplicada por el BID y 
FELABAN en enero del 2000 a las asociaciones bancarias de los países. Las respuestas se 
refieren al período 1995-99 (sin distinguir por años). (iii) El tercer componente es un 
indicador de calidad de la regulación prudencial, calculado como el producto de una 
variable dummy de aplicación de los criterios mínimos de Basilea sobre requerimientos de 
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capital, por una variable de aplicación de cuatro normas complementarias: ajuste de los 
requerimientos de capital según riesgo, deducción del capital del valor de los préstamos 
perdidos, deducción del capital del valor de las pérdidas no realizadas de las inversiones 
de portafolio, y deducción del capital de las pérdidas por fluctuaciones en los tipos de 
cambio. La fuente de esta información para 13 países es Barth et al. (2001), completada 
para el caso de Colombia con información del Banco de la República. Para los países 
restantes el año de aplicación de los criterios mínimos de Basilea proviene de una encuesta 
realizada por RES/BID a Bancos Centrales y Superintendencias bancarias en América 
Latina y el Caribe. En ausencia de información sobre normas complementarias, para estos 
países se utiliza el promedio de los otros 14 países (cifras en negrilla en el Apéndice 2). 
 
 Impuestos. Para el período 1985-89, la fuente de las tasas de tributación es 
Coopers y Lybrand, International Tax Summaries, varios números y Price Waterhouse, 
Individual Taxes: A World Wide Summary, y Corporate Taxes: A World Wide Summary, 
varios números. Para el período 1990-95 la fuente básica es CIAT (Inter-American Centre 
for Tax Administrators), Estructura y Administración de los Impuestos sobre Rentas y 
Ventas en Países Miembros del CIAT. Para años posteriores a 1995 se acudió a los links 
provistos por Flinders University International Tax Index 
(http://commerce.flinders.edu.au/InternationalTax/) .   Los indicadores de productividad 
de los impuestos directos y del IVA se calcularon utilizando los datos de recaudos del 
Government Financial Statistic Yearbook, Fondo Monetario Internacional, varios años.  
 
 Privatizaciones:  Los montos de privatización en dólares provienen de la base de 
datos del Departamento de Economía Internacional del Banco Mundial.  La serie se 
completó con las bases de datos de la revista Privatization International. Los montos de 
privatización acumulados a cada año se expresaron como proporción del PIB en dólares 
corrientes de dicho año.  Las series del PIB se tomaron del CD-ROM World Development 
Indicators (2000) publicado por el Banco Mundial.  
 
 Laboral: En esta área se combinan cuatro indicadores, estandarizados en una 
escala de 0 a 1. (i) El primer componente es un indicador de flexibilidad de la legislación 
sobre contratación. Este indicador toma el valor de 1 cuando la legislación no impone 
restricciones a los contratos temporales, el valor de 0,5 cuando se permiten solo contratos 
temporales con duración y renovabilidad limitada, y 0 cuando los contratos temporales 
están limitados a funciones temporales. La base es la legislación de los países, reportada 
en BID (1996), y complementada para años posteriores con información de los Ministerios 
de Trabajo. (ii) El segundo indicador es el costo esperado de despedir a un trabajador, el 
cual proviene de Heckman y Pagés (2000), y se refiere a un trabajador nuevo que enfrenta 
un perfil de probabilidades de retiro de la empresa que se supone igual en todos los países. 
La misma metodología se aplicó a los demás años no cubiertos por estos autores, 
utilizando la información legal de los países, según BID (1996) y Ministerios de Trabajo. 
(iii) El tercer componente es un indicador de flexibilidad de la jornada, el cual toma el 
valor de 1 cuando los recargos por horas extras no superan el 50% y por días festivos no 
sobrepasan el 100%, el valor de 0 cuando tanto las horas extras como los festivos tienen 
recargos de más del 100%, y el valor de 0,5 en los demás casos. Las fuentes son las 
mismas del punto anterior. (iv) El último componente es el costo de las contribuciones a la 
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seguridad social en pensiones, salud, compensación familiar y desempleo (no incluye 
contribuciones a los programas de capacitación laboral, que típicamente son el 1% de la 
nómina). La fuente son varios números del Social Security Programs Throughout the 
World, U.S Department of Health and Human Services. 
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APENDICE  2 
 

Índice de reformas estructurales 
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Indice comercial y sus componentes 
 
Indice comercial 
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Arancel promedio (%) 
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Dispersión arancelaria (%) 
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Indice financiero y sus componentes 
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Índice tributario y sus componentes 
 
Índice tributario 
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Índice de privatizaciones 
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Índice laboral y sus componentes 
 
Índice laboral 
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Costo de despido (en meses de salario) 
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Aportes a la Seguridad Social * (como % del salario) 
 
 

 
 
* Incluye asignaciones de las empresas y los trabajadores a proramas de seguridad social por pensiones, discapacidad, salud, seguro de 
desempleo y amparo por maternidad.  
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Contratos  
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Horas Extra  
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